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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Rodríguez Casillas 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece por derecho propio el peticionario, Carlos A. Roldán 

Rivera, y nos solicita la revisión de una Orden emitida el 13 de agosto de 

2018 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Fajardo.1 Dicho 

dictamen, denegó la Moción Sobre Reconsideración en la Pena Impuesta 

en Asesinato en Segundo Grado que instó el peticionario ante dicho foro. 

Por las razones que expondremos a continuación, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

I 

Según surge del escueto expediente ante nuestra consideración, el 

11 de enero de 2018, el peticionario hizo alegación de culpabilidad por 

infracción al Art. 93 (reclasificado a asesinato segundo grado) y al Art. 

249 (riesgo a la seguridad u orden público al disparar un arma de fuego), 

ambos del Código Penal de 2012.2 Asimismo, el peticionario alegó la 

culpabilidad de haber infringido el Art. 5.04 (portación y uso de armas de 

fuego sin licencia) y el Art. 58 de la Ley Núm. 246.3 Por ello, el TPI aprobó 

la alegación pre-acordada y sentenció al peticionario a cumplir una pena 

de reclusión de 50 y 20 años por los Arts. 93 y 249 del Código Penal, 

                                                 
1 Notificada el 14 de agosto de 2018. 
2 33 LPRA 5141 y 5339 respectivamente. 
3 25 LPRA sec. 458c. 
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respectivamente; 10 años por el Art. 5.04 de la Ley de Armas y 8 años por 

el Art. 58 de la Ley 246. Las penas impuestas por la infracción al Art. 249 

del Código Penal y al Art. 58 de la Ley 246, serían cumplidas 

concurrentemente con la pena impuesta por la infracción al Art. 93 del 

Código Penal, pero consecutivas con la impuesta a la violación del Art. 

5.04 de la Ley de Armas, para un total de 60 años de reclusión.  

Así las cosas, el 20 de junio de 2018, el peticionario acudió ante el 

TPI mediante Moción Sobre Reconsideración en la Pena Impuesta en 

Asesinato en Segundo Grado. En síntesis, arguyó que según la alegación 

de culpabilidad por asesinato en segundo grado que hizo en virtud de la 

Regla 72 de Procedimiento Criminal, la pena de reclusión que se le 

impuso debía serle reducida de 15 a 25 años en lugar de la pena fija de 

50 años que se le impuso.4 Argumentó, que el delito objeto de la 

alegación pre-acordada, (asesinato en segundo grado), es uno que se 

comete por un ataque de cólera y no por planificación, lo cual debió serle 

considerado al momento de ser sentenciado e imponerle la pena. Al 

respecto, el 10 de julio de 2018, el TPI le ordenó al Ministerio Público a 

que expusiera su posición.5 Mediante Orden de 13 de agosto de 2018, el 

TPI denegó la moción de reconsideración del peticionario.6 

Insatisfecho, el 4 de septiembre de 2018, el peticionario acudió 

ante este Tribunal mediante un recurso de certiorari. En síntesis, alega 

que el TPI erró al no considerar su alegación de culpabilidad por el delito 

de asesinato en segundo grado y no imponerle la pena de reclusión 

correspondiente a dicho delito. 

II 

A. Alegación pre-acordada 

La Regla 72 de las de Procedimiento Criminal establece el trámite 

a seguir en los casos en que medien alegaciones pre-acordadas entre la 

defensa del imputado y el Ministerio Público.7 Según esta regla, una 

                                                 
4 34 L.P.R.A. Ap. II, R. 72. 
5 Orden de 10 de julio de 2018, notificada el 16 de julio de 2018. 
6 Notificada el 14 de agosto de 2018. 
7 34 L.P.R.A. Ap. II, R. 72. 
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alegación de culpabilidad puede ser el producto de una negociación entre 

el Ministerio Público y el abogado del imputado por medio de la cual el 

acusado se declara culpable a cambio de ciertos beneficios que el Estado 

le concede.8 Es decir, mediante una alegación pre-acordada por 

mediación del abogado, un acusado y el Fiscal pueden iniciar 

conversaciones con miras a acordar una aceptación de culpabilidad por el 

delito que se le acusa, o por uno de grado inferior o relacionado, a cambio 

de que el Ministerio Público se comprometa a realizar determinados 

actos.9    

Nuestro Tribunal Supremo de Puerto Rico ha enfatizado los 

beneficios de las alegaciones de culpabilidad para el sistema de justicia 

criminal.10 Cuando un acusado se declara culpable, el Estado no solo 

queda relevado de celebrar un procedimiento criminal que puede ser 

extenso y costoso, sino que mediante estos acuerdos se logran aliviar los 

cargados calendarios de los tribunales; y con ello, los acusados pueden 

ser enjuiciados dentro de los términos requeridos por el ordenamiento 

procesal penal.11 En fin, la jurisdicción federal y la puertorriqueña no solo 

han sostenido la validez constitucional del mecanismo procesal de la 

alegación pre-acordada, sino que han reconocido que es una práctica de 

gran utilidad que debe ser fomentada.12 La alegación pre-acordada, 

además, requiere la aceptación del tribunal para que tenga efecto jurídico. 

Es decir, el acuerdo de voluntades entre el imputado y el Estado depende 

para su consumación de la aprobación final del tribunal.13 En fin, la norma 

reiterada es que una vez el tribunal acepta el acuerdo, este queda 

consumado.14  

Ahora bien, antes de que el tribunal haya aceptado el acuerdo, 

cualquiera de las partes puede retirar su oferta.15 Mientras, cuando el 

                                                 
8 Pueblo v. Santiago Agricourt, 147 DPR 179, 194 (1998). 
9 Pueblo v. Suárez Ramos, 163 DPR 460 (2004).   
10 Pueblo v. Santiago Agricourt, supra. 
11 Id., págs.194-195 (1998). 
12 Id., pág. 195.   
13 Pueblo v. Figueroa García, 129 D.P.R. 798, 806 (1992).     
14 Pueblo v. Pérez Adorno, 178 D.P.R. 946, 957 (2010). 
15 Id. 
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tribunal acepta el acuerdo y el acusado hace la correspondiente alegación 

de culpabilidad, las partes no pueden retirar lo acordado, por lo que 

cualquier intento a tales efectos es un incumplimiento del acuerdo.16 Es 

decir, cuando el acuerdo es aceptado por el tribunal y el acusado hace 

alegación de culpabilidad, las partes están vinculadas por lo pactado. 

Esto responde, a que, con la aceptación del acuerdo y la alegación de 

culpabilidad, el acusado renuncia a derechos constitucionales valiosos 

como es el derecho a que se pruebe su culpabilidad más allá de duda 

razonable y a un juicio en su fondo, entre otros.17 Por lo tanto, una vez el 

tribunal acepta el acuerdo y el acusado hace la alegación de culpabilidad, 

quedan implicados los derechos constitucionales del acusado.18  

B. Auto de Certiorari 
 

La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los siete 

criterios que el tribunal tomará en consideración al determinar la 

expedición de un auto de certiorari.19 Estos son:     

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia. 

D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.   
 

La precitada regla nos concede discreción para determinar si 

expide un auto de certiorari. Es norma reiterada que los foros apelativos 

no debemos intervenir con las determinaciones de los tribunales de 

instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que se 

                                                 
16 Id; E. L. Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, v. 
III, págs. 294–295 (Ed. Forum 1993).   
17 Pueblo v. Figueroa García, supra, pág. 807. 
18 Pueblo v. Pérez Adorno, supra, pág. 958. 
19 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.   
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equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo, y que la intervención en esa etapa evitará un 

perjuicio sustancial.20 Por tanto, la discreción judicial no se da en un vacío 

ni en ausencia de otros parámetros, sino que como tribunal revisor 

debemos ceñirnos a los criterios transcritos. Si luego de evaluar los 

referidos criterios, no expedimos el recurso, podemos fundamentar 

nuestra determinación de no expedir, mas no tenemos la obligación de 

hacerlo.21  

Cónsono con lo anterior, es sabido que las determinaciones 

emitidas por un tribunal no serán alteradas en revisión apelativa, a menos 

que se demuestre exceso de discreción por parte del juzgador.22 Este 

Foro no interviene con el ejercicio de la discreción de los Tribunales de 

Instancia a menos que sea demostrado que hubo un claro abuso, se erró 

en la interpretación o aplicación de cualquier norma procesal, o nuestra 

intervención en esta etapa evitará un perjuicio sustancial.23  Al juzgador 

es a quien se le ha delegado el deber de discernir y dirimir las 

controversias expresadas; sólo se descartará el criterio de éste cuando 

sus disposiciones se aparten de la realidad, en fin sus determinaciones 

merecen gran respeto y deferencia.     

III 

Analizado el expediente del recurso ante nosotros y a la luz de la 

normativa citada, concluimos que en la presente petición de certiorari no 

está manifestado criterio alguno de los establecidos en la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, supra. No surge de la petición presentada, que el 

TPI haya actuado contrario a derecho. La pena de 50 años impuesta por 

infracción al Artículo 93 del Código Penal en segundo grado corresponde 

a lo dispuesto en dicho artículo. A base de las expresiones del 

peticionario parece confundir el asesinato en segundo grado con el 

asesinato atenuado del art. 95 del Código Penal, cuya pena fija es de 15 

                                                 
20 Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 
21 Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).     
22 Job Connection Center v. Sups. Econo, 185 DPR 585, a las págs. 593-594 (2012). 
23 Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, a la pág. 745 (1986).   
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años. Por consiguiente, nos corresponde abstenernos de intervenir con el 

dictamen del Foro recurrido el cual dispone adecuadamente de los 

asuntos. Procede la denegatoria de la petición ante nuestra 

consideración.   

IV 

 Por los fundamentos expuestos, se deniega la expedición del auto 

de certiorari.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.     

  

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
  

 

 

 


